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Resumen ejecutivo. El impuesto a la renta personal es el que más ha recaudado en la historia de la
humanidad. Con la aprobación de la reforma tributaria, Uruguay tendrá, finalmente, un sistema de
imposición a la renta novedoso —dual a la uruguaya—. No obstante, aún quedan tareas pendientes
para consolidar la reforma fiscal. Dichas tareas son, precisamente, el objetivo del presente trabajo.
En la primera sección se repasan los cambios pendientes en materia de política tributaria: (a) elimi-
nación de las contribuciones patronales como incentivo al empleo, el principal problema del país; 
(b) favorecer la inversión eliminando la plétora de incentivos que atentan contra la recaudación y la
equidad horizontal del impuesto a la renta de las actividades económicas (IRAE) y, así, poder seguir
reduciendo su tasa;  (c) mejorar la progresividad del impuesto a la renta de las personas físicas (IRPF)
subiendo progresivamente el mínimo no imponible, pero no incluir deducciones ni aumentar las ta-
sas; (d) generalizar el IVA en 17%, con sólo cinco exoneraciones, por simplicidad y mejor control; y (e)
sustituir el impuesto al patrimonio por uno a la innominatividad. En la segunda parte se insiste en las
reformas administrativas perentorias, sin las que la reforma tributaria corre el riesgo de fracasar: (1)
incluir un nuevo secreto bancario que no sea cómplice de la evasión y, a la vez, proteja el ahorro;
(2) renovar las jerarquías de la Dirección General Impositiva (DGI) por concurso y controlar la ética y la
productividad de la institución con una auditoría externa, con participación de la sociedad civil; y (3)
defender los derechos del contribuyente mediante un tribunal fiscal independiente en el ámbito ad-
ministrativo. Finalmente, en la tercera parte se argumenta que un país con un déficit fiscal crónico,
aun en un ciclo económico excepcional como el actual, y encorsetado por uno de los mayores endeu-
damientos del mundo, necesita imperiosamente un pacto fiscal. Éste es concebido como un gran acuer-
do político, que incluye a la sociedad civil, y debe expresarse en reglas concretas que controlen la efi-
ciencia del gasto público y sus gestores, obligando al buen uso de una carga fiscal que está en su
límite tolerable.  Con ello, se cierra el plan estratégico para la modernización de la fiscalidad en el
país que se inició en el 2001, cuando bregamos por la profesionalización de la DGI, y continuó en el
2003 cuando, desde esta casa, nuestra alma mater, propusimos una reforma tributaria basada en el
sistema de imposición a la renta dual a la uruguaya.
Palabras clave: impuesto a la renta, consumo, impuestos, administración tributaria.
Resumen ejecutivo. El impuesto a la renta personal es el que más ha recaudado en la historia de la
humanidad. Con la aprobación de la reforma tributaria, Uruguay tendrá, finalmente, un sistema de
imposición a la renta novedoso —dual a la uruguaya—. No obstante, aún quedan tareas pendientes
* Alberto Barreix, Ph.D., Universidad de Harvard, integró en
forma honoraria la Comisión de Reforma Tributaria instalada
por el Ministerio de Economía y Finanzas. Jerónimo Roca,
Ph.D. (c), Universidad Complutense, también formó parte de
dicha Comisión.
Cuaderno de Economía • Publicación del Departamento
de Economía, Facultad de Ciencias Empresariales,
Universidad Católica del Uruguay • ISSN
N.o 1 • Diciembre de 2006
152 CUADERNO DE ECONOMÍA • 1
para consolidar la reforma fiscal. Dichas tareas son, precisamente, el objetivo del presente trabajo.
En la primera sección se repasan los cambios pendientes en materia de política tributaria: (a) elimi-
nación de las contribuciones patronales como incentivo al empleo, el principal problema del país; 
(b) favorecer la inversión eliminando la plétora de incentivos que atentan contra la recaudación y la
equidad horizontal del impuesto a la renta de las actividades económicas (IRAE) y, así, poder seguir
reduciendo su tasa;  (c) mejorar la progresividad del impuesto a la renta de las personas físicas (IRPF)
subiendo progresivamente el mínimo no imponible, pero no incluir deducciones ni aumentar las ta-
sas; (d) generalizar el IVA en 17%, con sólo cinco exoneraciones, por simplicidad y mejor control; y (e)
sustituir el impuesto al patrimonio por uno a la innominatividad. En la segunda parte se insiste en las
reformas administrativas perentorias, sin las que la reforma tributaria corre el riesgo de fracasar: (1)
incluir un nuevo secreto bancario que no sea cómplice de la evasión y, a la vez, proteja el ahorro;
(2) renovar las jerarquías de la Dirección General Impositiva (DGI) por concurso y controlar la ética y la
productividad de la institución con una auditoría externa, con participación de la sociedad civil; y (3)
defender los derechos del contribuyente mediante un tribunal fiscal independiente en el ámbito ad-
ministrativo. Finalmente, en la tercera parte se argumenta que un país con un déficit fiscal crónico,
aun en un ciclo económico excepcional como el actual, y encorsetado por uno de los mayores endeu-
damientos del mundo, necesita imperiosamente un pacto fiscal. Éste es concebido como un gran acuer-
do político, que incluye a la sociedad civil, y debe expresarse en reglas concretas que controlen la efi-
ciencia del gasto público y sus gestores, obligando al buen uso de una carga fiscal que está en su
límite tolerable.  Con ello, se cierra el plan estratégico para la modernización de la fiscalidad en el
país que se inició en el 2001, cuando bregamos por la profesionalización de la DGI, y continuó en el
2003 cuando, desde esta casa, nuestra alma mater, propusimos una reforma tributaria basada en el
sistema de imposición a la renta dual a la uruguaya.
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Tareas pendientes de la reforma fiscal
1. Eliminar las contribuciones patronales a la seguridad social, para me-
jorar el empleo y/o la equidad.
2. Racionalizar (eliminar) la plétora de incentivos del IRAE, que atentan
contra la recaudación y la equidad horizontal del dual a la uruguaya.
3. Generalizar el IVA al 17%: una oportunidad histórica.
4. En el IRPF: a) no aumentar las tasas, sino incrementar el mínimo no im-
ponible y reducir las deducciones a los estratos más altos, y b) admitir
a la brevedad la opción de núcleo familiar.
5. Eliminar el impuesto al patrimonio y aumentar el costo (tributario) de
la innominatividad.
1. Levantar el secreto bancario por motivo transacción (cuentas corrien-
tes) y mantenerlo por motivo acumulación (instrumentos de ahorro),
para combatir la evasión.
2. DGI, profundizar la reforma: a) cambio de jerarquías, por concurso abier-
to, para cambiar la organización, y b) control social externo de su ética
y rendimiento.
3. Creación del Tribunal Fiscal: más atribuciones a la administración tri-
butaria con mayor seguridad para los derechos del contribuyente.
4. Profesionalización de la Unidad de Política Tributaria del Ministerio de
Economía y Finanzas (MEF).
Pacto fiscal. Un acuerdo político amplio basado en reglas de ingreso y gas-
to, considerando los efectos del ciclo y el producto potencial, que esta-
blezca: a) límites a la presión fiscal (inclusive por impuesto); b) restricciones
al gasto e incentivos a su eficiencia; yc)objetivos de déficit fiscal y endeu-
damiento a los diferentes niveles de gobierno, que aseguren la sostenibi-
lidad y reduzcan el costo del crédito soberano.
En política tributaria
En administración
tributaria
En política fiscal
Introducción
Todo indica que el proyecto de reforma tri-
butaria enviado al Parlamento será aprobado
en breve, pese a las controversias que ha ge-
nerado. Las modificaciones que se han intro-
ducido en el ámbito parlamentario no alteran
la estructura de la propuesta original. En parti-
cular, ha sobrevivido a las discusiones —más
políticas que técnicas— el sistema de imposi-
ción a la renta dual, pese a que no estaba en la
agenda del gobierno. En efecto, el método in-
tegral (o sintético) de impuesto a la renta de
las personas físicas (IRPF) era el único que ha-
bía sido considerado en el país por los parti-
dos políticos y la academia. De acuerdo con
este método, el contribuyente debe sumar to-
das sus rentas —entre ellas, los intereses— y
aplicarles la progresividad de la estructura de
franjas y tasas. No obstante, a la hora de su apli-
cación práctica y para no levantar el secreto
bancario sobre el ahorro, se proponía exone-
rar los intereses, con lo que, entre otras conse-
cuencias, se mantenían los problemas de equi-
dad horizontal, vertical y de arbitraje del
sistema cedular e incompleto actual.
El impuesto a la renta dual a la uruguaya
propuesto toma la idea central del dual de los
países nórdicos de gravar separadamente las
rentas del trabajo —a tasas progresivas— y las
rentas del capital —a una tasa única, igual a la
menor de las tasas marginales que gravan las
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rentas del trabajo—. Adicionalmente, como se
desarrolla en Barreix y Roca (2006a y 2006b),
su diseño es tal que evita el problema de arbi-
traje del dual de los nórdicos entre rentas del
trabajo y rentas empresariales y, a la vez, toma
del impuesto lineal (flat tax) la idea de admitir
pocas deducciones y establecer un mínimo no
imponible tal que deje fuera del impuesto a un
alto porcentaje de la población (60% en el caso
de Uruguay). Un análisis detallado del diseño
de este nuevo sistema de imposición a la renta
y de los argumentos que justifican su introduc-
ción —suficiencia, corrección de los perversos
defectos del sistema actual y equidad— ha sido
presentado en Barreix y Roca (2005, 2006a y
2006b), artículos publicados tanto en la página
web como en la Revista de la Facultad de Cien-
cias Empresariales de la Universidad Católica.
Este artículo, propositivo, pretende dar un
paso adelante y visualizar cuáles son las tareas
pendientes de una reforma fiscal que no pue-
de parar. El objetivo de la primera parte del ar-
tículo es remarcar los principales puntos aún
pendientes de consideración para completar
la reforma tributaria: 1) eliminación de las con-
tribuciones patronales a la seguridad social;
2) racionalización de los incentivos en el im-
puesto a la renta empresarial; 3) un IVA gene-
ralizado al 17%; 4) dos cuestiones de diseño en
el impuesto a la renta personal —admitir la tri-
butación conjunta mucho antes de lo previsto
y no aumentar las tasas—; y 5) eliminar el im-
puesto al patrimonio pero, a la vez, aumentar
el precio (tributario) a la innominatividad.
La segunda parte del artículo insiste con las
medidas administrativas sin las cuales la nue-
va política tributaria no será sostenible y, me-
nos aún, eficiente. Así, se propone: 1) un nue-
vo secreto bancario; 2) mejorar la eficiencia de
la DGI mediante un concurso abierto para ac-
ceder a los mejores sueldos del sector público
y el control social (externo) de su ética; 3) la
creación del Tribunal Fiscal; y 4) la profesiona-
lización del diseño de la política tributaria en
el nivel del Ministerio de Economía y Finanzas.
La tercera y última parte del artículo defien-
de la imperiosa necesidad de un pacto fiscal,
concebido como el cierre del plan estratégico
que hemos pensado para la tributación de Uru-
guay. Ese plan incluye: (a) la modernización
institucional, mediante la profesionalización de
la DGI (Barreix, 2001, y Barreix y Roca, 2003), que
se está quedando a mitad de camino, y el esta-
blecimiento de un Tribunal Fiscal, para garan-
tía del contribuyente; (b) la reforma de la polí-
tica tributaria (Barreix y Roca 2005, 2006a y
2006b), con base en un sistema de imposición
a la renta dual novedoso; y (c) un pacto fiscal
—expresado en reglas concretas con sesgo
anticíclico— que comprometa a los gobiernos
a gastar con disciplina y cada vez mejor el pro-
ducido de una presión tributaria que no debe
aumentar.
I. Lo que queda por hacer
en política tributaria
I.1. Eliminar las contribuciones
patronales es justo y necesario para
mejorar el empleo y/o la equidad
El empleo es el gran problema de Uruguay,
y lo viene arrastrando desde hace casi medio
siglo. Por ello, se hace necesario disminuirle la
carga tributaria, inclusive la de la seguridad
social.
En un país con alta desocupación —estabi-
lizada alrededor del 10%—, un subempleo es-
timado en más del 15%, escasa creación de
empleo, que cada vez reacciona menos al cre-
cimiento del producto (elasticidad de 0,33), y
un funcionariado público de casi el 20% de la
población ocupada, las contribuciones patro-
nales a la seguridad social se podrán llamar
patronales, pero verdaderamente recaen sobre
los trabajadores. En esta realidad económica,
su impacto es una mezcla de reducción del sa-
lario y del empleo, que la válvula de escape de
la emigración —cerca del 9% de la población
sólo en el último decenio— no logra mitigar.
En nuestro criterio, la reducción de la carga tri-
butaria sobre el empleo privado, en especial
sobre el de menor productividad, debe ser uno
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de los ejes de la política fiscal en el largo plazo,
quizás sólo superado en importancia por la
asistencia a la catastrófica situación de la niñez.
La derogación del impuesto a las retribu-
ciones personales (IRP) y la rebaja de las contri-
buciones patronales a la seguridad social re-
duce la «cuña fiscal» —diferencia entre los
ingresos brutos y los netos después de impues-
tos a la renta y aportes a la seguridad social—
de los sectores de menores ingresos, los de
menor productividad y, por este motivo, los
más vulnerables en el mercado laboral. Tal cual
señala la OCDE reiteradamente, esto (a) mejora
sus salarios (y, con ello, la distribución del in-
greso) o bien (b) mejora la competitividad y
promueve el empleo.
Debe agregarse que, si se suman las tasas
marginales del IRPF y las contribuciones tota-
les a la seguridad social, se estaría en los me-
nores niveles internacionales para el rango de
ingreso per cápita en el que se encuentra el país
(en Argentina y Brasil están cerca del 30% so-
bre salarios). Es oportuno recordar, entonces,
que tasas bajas y uniformes facilitan el comba-
te a la informalidad.
En una economía cerrada, el manejo de los
aranceles (altos para los productos terminados
y bajos para las materias primas e insumos)
generaba un valor agregado nacional (aunque
a costa del consumidor y de los sectores pro-
ductivos no protegidos). En este contexto, te-
nía sentido económico que el empresario al
que el gobierno le creaba un margen de valor
agregado pagara parte de la seguridad social
y se hablara de un financiamiento tripartito de
la seguridad social —aporte obrero, contribu-
ción patronal y financiamiento del Estado—. En
una economía abierta y competitiva, donde los
precios los fija el mercado en competencia, y
más con alto desempleo y subempleo, la con-
tribución patronal es simplemente una carga
más sobre el factor trabajo que se pasa (res-
tando) al salario y/o a (una menor) ocupación.
Por lo anterior, se ha propuesto (Barreix y
Roca, 2006a) y se insiste ahora en que deben
eliminarse totalmente las contribuciones pa-
tronales a la seguridad social del sector priva-
do (aproximadamente 0,6% del PIB, unos 80
millones de dólares).1 Posteriormente, cuando
en el sector público se establezca un sistema
de remuneraciones basado en la productivi-
dad, y por ende sin inamovilidad, también se
deberían derogar en este sector.
I.2. No racionalizar los incentivos
del impuesto a la renta empresarial
(IRAE) atenta contra la recaudación,
la equidad horizontal y la filosofía
del dual a la uruguaya
En la imposición sobre la renta empresarial,
Uruguay no escapa al tradicional modelo dico-
tómico en el que una pletora de beneficios
otorgados sin mayor criterio (Rossa y Roca,
2001) —que van desde la promoción industrial
y la forestal hasta ocho zonas francas, pasando
por incentivos al turismo, minería, software y
ainda mais— hacen que la tasa efectivamente
pagada sea significativamente menor que la
nominal. Por ejemplo, en el período 1993-1997,
una muestra de 2368 empresas que presenta-
ron declaración jurada de IRIC en la DGI —aque-
llas que tenían beneficios parciales— y repre-
sentaban más del 30% del valor bruto de
producción del país, pagaron una tasa efectiva
promedio de impuesto a la renta de 21%.2
Visto de otro modo, en el nivel macro, si se
considera que la recaudación total del impues-
to a la renta empresarial es de 2,5% del PIB y
que la mitad corresponde a pagos de las em-
presas públicas, resulta que la carga del sector
privado uruguayo por este impuesto presenta
el ratio respecto al PIB más bajo de América
Latina, excepto por Haití, por lo que se hace
necesario, a nuestro criterio, un cambio en el
diseño del tributo.
1 El aumento de recaudación originado en las últimas mo-
dificaciones —la imposición sobre dividendos y utilidades
distribuidos y el aumento en la tasa a las rentas de capital de
10% a 12%—, que puede estimarse en 0,2% del PIB, da una
nueva oportunidad para ello.
2 Barreix (2003). Esta tasa sería aún menor si se considera-
ran las empresas que por tener beneficios fiscales totales no
presentan declaración jurada.
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Nuestra propuesta incluía (Barreix y Roca,
2005 y 2006a): (a) la reducción de la tasa del
impuesto a la renta de las actividades econó-
micas (IRAE), de modo de lograr una tasa baja,
consistente con el resto de los componentes
del impuesto a la renta —el personal y las ren-
tas internacionales—, evitando el arbitraje por
categoría de renta o ropaje jurídico (tipo de
empresa), y (b) simultáneamente, la elimina-
ción de los incentivos subjetivos (sectoriales
—forestal, zonas francas, etc.— o por tamaño
de inversión o por tipo de empresa).
Esto no excluye la posibilidad de otorgar
incentivos a determinadas actividades (por
ejemplo, investigación y desarrollo, capacita-
ción, tipo de empleo), sectores estratégicos de
especialización (clusters seleccionados con ex-
ternalidades de aglomeración) o incentivos en
línea con las necesidades del país (diversifica-
ción de la matriz energética, por ejemplo).
Pero, eso sí, los gastos tributarios deberán ser
temporales, decrecientes y transparentes, con
control macro —por sector económico—, a
través de la rendición de cuentas, y control
micro —en el nivel de empresa— por declara-
ción a la Administración.
La reforma propuesta por el Ministerio de
Economía no incluyó una señal de implemen-
tación de esta política. Por el contrario, siguen
estudiándose o concediéndose beneficios sub-
jetivos, desde la admisión de pérdidas a quie-
nes no se les gravan las ganancias —tal el caso
de los exportadores, como compensación por
problemas de tipo de cambio— hasta nuevas
zonas francas o proyectos específicos, sin una
política clara. Más aún, la mayoría de las modi-
ficaciones posteriormente introducidas por el
Parlamento corresponden a nuevos beneficios
subjetivos. De este modo, se atenta contra la
filosofía del sistema de imposición a la renta
dual a la uruguaya: que todas las rentas —em-
presariales, personales e internacionales—
sean gravadas con tasas bajas, evitándose el
arbitraje por tipo de renta o de empresa.3
I.3. El IVA generalizado al 17%:
una oportunidad histórica
Uruguay, uno de los países pioneros en su
aplicación, tiene el IVA más alto de toda Amé-
rica Latina: 26,1% (incluyendo el efecto casca-
da) —23% de tasa básica más 3% del COFIS,
que es un IVA mayorista con efecto acumula-
ción sobre los servicios y el consumidor final
por la etapa minorista—. Hemos recomenda-
do la generalización del IVA, manteniendo sólo
cinco exoneraciones, a la tasa única de 17%.
Las exoneraciones propuestas son los servicios
de educación, salud, de intermediación finan-
ciera, arrendamiento de inmuebles y los com-
bustibles hoy exonerados (naftas, diesel oil y
keroseno).4
Este IVA propuesto recaudaría aproxima-
damente lo mismo que el IVA actual, un 9,6%
del PBI.5
La propuesta del gobierno ha sido mante-
ner un IVA con dos tasas: básica de 22% y míni-
ma de 10%, eliminando algunas exoneraciones.
También este IVA recaudará aproximadamente
lo mismo que el IVA actual: en la exposición de
motivos del proyecto de ley consta que las pér-
didas asociadas a las modificaciones en el im-
puesto suman 0,92% del PBI, en tanto las ga-
nancias suman 0,97%.
Las ventajas de un IVA generalizado y de
tasa única son claras:
3 El diseño del dual a la uruguaya sigue esta filosofía y, por
tanto, consideramos un error obligar a liquidar IRAE, en vez
de IRPF, a partir de cierto límite de facturación (por ejemplo,
a los profesionales). El dual a la uruguaya ha sido pensado
para que no hubiera ni tratamientos ventajosos ni límites a
la opción del contribuyente (salvo un régimen especial, por
razones administrativas, para las pequeñas empresas). Las
ventajas y las limitaciones en política tributaria sólo existen
cuando las reglas no están claras o esconden privilegios. Un
buen diseño de imposición a la renta es el que desafía al con-
tribuyente a buscar cómo pagar menos pero con la certeza
de que igualmente pagará.
4 La justificación del mantenimiento de cada una de estas
exoneraciones se encuentra en Barreix y Roca, 2005.
5 Debe advertirse que la estimación, que se realizó por el
método del consumo a partir de datos aportados por el Ban-
co Central del Uruguay, supone que la evasión se abate a un
nivel de 20%, lo cual se considera sensato dada la sustantiva
rebaja de la tasa —35% si se considera la tasa básica actual
(23%) y el COFIS (3%)— y la simplicidad para la administra-
ción tributaria de cobrar un IVA generalizado y de tasa única.
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1) La generalización del IVA al 17% posibili-
ta una rebaja sustancial de la tasa —im-
plica reducirla un 35%, si se considera el
23% de tasa básica actual y el 3% de CO-
FIS—, que disminuye fuertemente el pre-
mio por evadir y constituye una señal de
nuevo orden fiscal.
2) Cuando existe una sola tasa, el costo
político de romper la existencia de esa
tasa única es alto y desestimula la intro-
ducción de tasas diferenciales, lo que
obliga a una fuerte justificación de qué
bienes y/o servicios serán gravados en
forma diferencial.
3) Un IVA generalizado y de tasa única es,
sin duda, el más sencillo de recaudar y
ocasiona los menores costos posibles de
administración (control) y cumplimien-
to del contribuyente. La eliminación de
la mayoría de las exoneraciones y el es-
tablecimiento de una tasa única favore-
cen el «seguimiento de las facturas» y
facilitan a la administración tributaria el
combate a la evasión. La simplicidad de
un IVA generalizado y de tasa única sería
particularmente funcional al actual pro-
ceso de reforma tributaria, que obligará
a la administración a un esfuerzo adicio-
nal para lograr una recaudación efectiva
del impuesto a la renta personal y, por
tanto, se beneficiaría con un IVA de más
sencilla recaudación. Este factor es fun-
damental en países como los nuestros,
con serios problemas de administración
tributaria. Recuérdese que la DGI tiene
actualmente la segunda productividad
de IVA más baja de América Latina.
4) Un IVA generalizado favorece la compe-
titividad de la economía y la neutrali-
dad, aunque debe reconocerse que no
necesariamente mejora la eficiencia
económica.6
Respecto a la equidad, se argumenta que
un IVA generalizado pasa a gravar bienes y
servicios con mayor participación en la canas-
ta de los estratos más pobres, lo que aumenta
su regresividad. En primer lugar, debe señalar-
se que el IVA propuesto por el gobierno conti-
núa siendo regresivo (Kakwani7 = –0,0638),
aunque se reconoce que corrige ligeramente
la regresividad del IVA actual (K = –0,0658),
mientras que, por el contrario, el IVA tasa única
la aumenta, aunque también ligeramente
(K = –0,0841).8 En segundo lugar, y más impor-
tante, este argumento es una verdad a medias
porque (i) no repara en la otra cara de la histo-
ria —los ricos son los que más pagan— y (ii) no
ve la aplicación, el uso del impuesto.
En efecto, actualmente el 10% de los hoga-
res más ricos paga prácticamente el mismo
porcentaje del IVA total que el 40% más pobre
(22% frente a 24,3%, ratio 0,91). Si se introdu-
jese un IVA generalizado al 17%, la diferencia
entre el porcentaje pagado por el 10% más rico
y el 40% más pobre seguiría siendo aproxima-
damente la misma (ratio 0,82). Esta constata-
ción ha generado consenso respecto a que una
medida de política fiscal acertada es no renun-
ciar a esta superior recaudación proveniente de
los estratos de ingresos más altos, sino, por el
contrario, eliminar exoneraciones y focalizar el
gasto público en los sectores de menores in-
gresos. Con ello, el resultado «tributario» de la
generalización del IVA será levemente regresi-
vo, pero el resultado «fiscal» será fuertemente
progresivo.
Por ejemplo: ¿por qué mantener la exone-
ración sobre diarios y revistas cuando el 75%
de su consumo es realizado por los tres deciles
más ricos de la población y la mitad más pobre
apenas consume el 10%? Visto desde el lado
del gasto, téngase presente que, por ejemplo,
Uruguay focaliza correctamente gastos socia-
les como las asignaciones familiares, claramen-
te propobre (es progresivo y, adicionalmente,
6 Véase Barreix y Roca (2006a).
7 El Kakwani es un indicador global de progresividad y, en
este caso, se define como K = cuasi-Gini (IVA) – Gini (ingreso
antes del IVA). Si K > 0, esto es, si el IVA se distribuye más in-
equitativamente que el ingreso, el impuesto será progresi-
vo. De lo contrario, será regresivo.
8 Barreix y Roca (2006a).
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se gasta relativamente más en los hogares de
menores ingresos). En efecto, el 46,1% de las
familias beneficiadas pertenece al quintil más
pobre y el 77,8% pertenece al 40% más pobre.9
En conclusión, el gobierno ha propuesto
mantener un IVA con dos tasas (básica de 22%
y mínima de 10%) y levantar algunas exonera-
ciones. La ligera superioridad de esta propuesta
desde el punto de vista de la equidad respec-
to a un IVA generalizado de tasa única al 17%, a
nuestro criterio, no compensa renunciar a las
ventajas que presenta este último y que ya fue-
ron señaladas. Aun en el convencimiento de
sus virtudes, ningún gobierno anterior logró
generalizar y unificar la tasa de IVA por la resis-
tencia a un aumento de la regresividad, dado
que se mantenía el COFIS. La introducción del
impuesto a la renta personal, que financia con
equidad (horizontal y vertical) la eliminación
del COFIS, brinda una oportunidad histórica de
rebajar significativamente y unificar la tasa de
IVA, simplificando el impuesto y facilitando su
cobro por parte de una administración tribu-
taria débil. Esta oportunidad histórica no se ha
aprovechado.
I.4. Cuestiones de diseño en el IRPF:
admitir la tributación por núcleo
familiar y no aumentar las tasas
I.4.1. Admitir la tributación conjunta
mucho antes de lo previsto
En el IRPF, el diseño técnicamente correcto
deja libre la opción al contribuyente de tribu-
tar a nivel individual o por núcleo familiar y así
lo hemos propuesto. No obstante, en el proyec-
to de reforma tributaria, la unidad contribuyen-
te del IRPF es el individuo; no se admite la tribu-
tación conjunta. El gobierno ha fundamentado
su decisión en que la administración tributaria
no es aún capaz de administrar el impuesto a la
renta personal en la modalidad de declaración
conjunta. Más conceptualmente, el gobierno
pudo haber defendido la tributación individual
cuestionando el supuesto de que el matrimo-
nio es la unidad relevante porque éste no ne-
cesariamente implica igual dominio sobre los
recursos comunes de la sociedad conyugal.10
Ahora bien, si la unidad contribuyente es
obligatoriamente el individuo, debido a la pro-
gresividad con que se gravan las rentas del tra-
bajo —como en el impuesto dual—, familias
con el mismo ingreso pagarán impuestos dife-
rentes simplemente porque su distribución de
rentas es distinta. En general, cuanto más igua-
les sean las rentas de los cónyuges, menor será
el impuesto que pague la familia.11 De acuer-
do con esto, dos son las conclusiones: (a) se
viola la equidad horizontal, y (b) los matrimo-
nios (familias) perjudicados en términos relati-
vos serán aquellos donde el segundo percep-
tor no obtiene ingresos o tiene ingresos muy
bajos.12 En atención a esto, el gobierno debe-
ría haber dado una señal mucho más clara a
los actuales perdedores, comprometiéndose a
permitir la tributación conjunta en el segundo
año de vigencia del impuesto. Muy lejos de
esto, ha otorgado a la administración tributa-
ria plazo hasta el 31 de diciembre de 2011 para
estar en condiciones de cobrar el impuesto
bajo la modalidad de declaración conjunta.
I.4.2. No aumentar las tasas; usar un efecto
pinzas con el mínimo no imponible
Las tasas propuestas —12% en rentas de
capital (única) y 25% en rentas del trabajo
(máxima)— ya están en los límites tolerables.
Tasas más altas afectarían la localización del
9 Flood, Grau y Melgar (2004).
10 Véase Sanz Sanz (2001).
11 Esto surge del siguiente razonamiento: si )( yα es una
función de impuestos progresiva e iy  la renta del cónyuge
i,  los impuestos T  que pagará una familia son
)2()1( yyT αα += . Si la renta familiar es 21 yyz += ,
puede demostrarse que T será mínimo cuando
221
zyy ==  y máximo cuando uno de los ziy =  y el
otro es igual a cero. Zubiri (2001).
12 Esto se corrige si la unidad contribuyente es la familia y
no el individuo. No obstante, como contracara, la obligato-
riedad de la tributación conjunta introduce problemas, des-
critos en Barreix y Roca (2006b).
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ahorro (fuga de depósitos o elusión en hono-
rarios y salarios) y el arbitraje entre rentas del
trabajo y rentas empresariales.
Por tanto, si se pretende aumentar la equi-
dad vertical lo aconsejable es: (a) subir gradual-
mente el mínimo no imponible13 en términos
reales, de modo de ir dejando fuera del impues-
to a un mayor porcentaje de la población y, (b)
como esta medida también beneficia a los es-
tratos de ingresos más altos, cancelarla redu-
ciendo porcentualmente algunas deducciones
de estos ingresos más altos.14
Incluso, se debería tratar de reducir las ta-
sas. La tasa marginal máxima de nuestra pro-
puesta era 20%; el gobierno, procurando una
mayor sensación de progresividad, agregó una
del 25% para ingresos muy altos, afectando así
la percepción de impacto sobre el esfuerzo
productivo marginal, en especial porque no se
eliminaron las contribuciones patronales a la
seguridad social.
En definitiva, aumentar tasas, cualquiera sea
la renta gravada (salarios, honorarios, intereses,
etc.) y cualquiera sea su destino en términos
de gasto, será un grueso error que desestabili-
zará el sistema. Antes de eso, hay muchas fu-
gas de renta por cerrar, sobre todo en el IRAE, y
mucho por hacer para tener un gasto más efi-
ciente, tanto en los servicios públicos como en
los prestados por privados, como la salud.
I.5. Eliminar el impuesto al patrimonio
pero aumentar el precio (tributario)
de la innominatividad
I.5.1. Eliminación del impuesto al patrimonio
Hemos propuesto eliminar el impuesto al
patrimonio de las personas físicas (IPPF). Exis-
ten al menos cuatro razones para ello:
a) No se debe gravar el patrimonio y la ren-
ta global en el mismo período, porque
ello constituye una flagrante doble tri-
butación.
b) Es muy ineficiente, ya que recauda un
magrísimo 0,1% del PBI pero impone un
alto costo tanto a la administración como
al contribuyente.
c) Es, en los hechos, el tercer gravamen di-
recto sobre el valor de la propiedad in-
mobiliaria, ya que la mayoría de los otros
activos está exenta. Eso constituye una
discriminación contra la propiedad in-
mueble —y la construcción— que so-
porta tres cargas: la contribución inmo-
biliaria, el impuesto de primaria y el
impuesto al patrimonio.
d) «Roba» base imponible a los municipios.
En efecto, los impuestos a la propiedad
inmueble son el pilar de la descentrali-
zación financiera en el mundo, pues per-
miten concentrar la base natural de im-
posición y la capacidad de gestión en los
municipios. En términos económicos, el
aumento de valor de la propiedad está
fuertemente correlacionado con los ser-
vicios que obtiene primordialmente del
gobierno municipal —por ejemplo, infra-
estructura en caminería rural y urbana,
saneamiento, etc.—. Por ello, atendien-
do el principio del atribución de capaci-
dad de gravar y función de gasto, se debe
asignar esta base imponible exclusiva-
mente a los municipios.
Por otra parte, consideramos que también
debería eliminarse el impuesto al patrimonio
de las personas jurídicas nominativas. en este
caso, los argumentos son:
a) En el mundo, prácticamente no se gra-
van los patrimonios invertidos (empre-
sariales) porque no se desea gravar la in-
versión. Casi ningún país lo hace, y
cuando lo hace las recaudaciones son tan
insignificantes como en Uruguay —el
país que más recauda es Argentina, con
menos de 0,3% del PIB.
b) La conveniencia de no gravar activos
empresariales en el país de menor inver-
sión del hemisferio, excepto por Haití, es
13 El mínimo no imponible individual del proyecto está por
debajo del que propusimos en 2005 (Barreix y Roca, 2005).
14 Así lo hace, por ejemplo, España, para la «reducción por
obtención de los rendimientos del trabajo».
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reconocida en la propia legislación del
impuesto, que no sólo no grava activos
como la tierra y los semovientes o con-
dona buena parte del equipo industrial,
sino que ha permitido acreditar en el im-
puesto a la renta empresarial hasta un
50% del IPPJ.
I.5.2. Aumentar el costo (tributario)
de la innominatividad
Por otra parte, y como sustitución de ingre-
sos, se propone aumentar el IPPJ para las em-
presas públicas y las que mantengan la inno-
minatividad, como un precio por ésta. En
concreto, se propone gravar a las empresas pú-
blicas y a las empresas innominativas (accio-
nes al portador) con una tasa efectiva de IPPJ
de 2,5% —es decir, estas empresas dejarían de
tener derecho a deducción alguna del pago de
este impuesto contra el impuesto a la renta
empresarial.
a) La razón del trato diferencial para las for-
mas jurídicas innominativas (privadas)
está en que la innominatividad conspira
contra la transparencia y el control de los
mercados de capitales, que es uno de los
objetivos fundamentales perseguidos
por el país para el desarrollo de la inver-
sión. Por ello, en casi la totalidad de las
economías desarrolladas, y en la gran
mayoría de las en desarrollo, no existe la
innominatividad. De todas formas, como
la innominatividad (acciones al portador)
es una tradición en el país de larga data,
que afecta el ámbito comercial y civil, no
nos resistimos a que se mantenga, pero
sí proponemos cobrar, socialmente, por
ella. Adicionalmente, las ganancias de
capital por ventas de acciones al porta-
dor se escaparán a la tributación de las
ganancias de capital, lo cual refuerza la
coherencia de esta propuesta.
b) En el caso de las empresas públicas, la ar-
gumentación es otra. Las empresas públi-
cas tienden a endeudarse más de lo ne-
cesario —dado que toman préstamos con
el aval del Estado—, pagar más intereses
y, así, bajar su imposición a la renta. Por
ese motivo fueron los primeros agentes
económicos objeto de las reglas de sub-
capitalización. Con estas reglas, el proble-
ma se soluciona parcialmente. No obstan-
te, sigue en pie un segundo problema
íntimamente relacionado: la tendencia de
las empresas públicas a sobreinvertir. Fi-
nalmente, buena parte de las empresas
públicas —cuasimonopólicas— no ope-
ran sujetas a las leyes del mercado. Por
ejemplo, sus funcionarios tienen inamo-
vilidad y no están sujetos a los avatares
del mercado ni a errores personales de
gestión (por ejemplo: las ruinosas inver-
siones de ANCAP en Argentina, la increí-
ble imprevisión de UTE de falta de ener-
gía o los sobrecostos de las represas, las
mayúsculas pérdidas técnicas y por
subfacturación de OSE, el caos administra-
tivo del Banco Hipotecario o la falta de
control del Banco Central en los sonados
casos de los bancos saqueados en el
2002). Obviamente, si estas empresas se
convierten en holdings —regulados o en
competencia— sometidos a reglas de
derecho privado, no les correspondería
pagar el impuesto al patrimonio propues-
to (ni otras cargas discriminatorias).
II. Profundizando las reformas
administrativas
II.1. Un nuevo secreto bancario es
impostergable o seguirá la evasión
Hemos recomendado levantar el secreto
bancario exclusivamente sobre las operaciones
bancarias por motivo transacción —cuentas
corrientes y cajas de ahorro— y mantenerlo
para las operaciones por motivo acumulación
(ahorro) —depósitos bancarios, títulos de deu-
da, obligaciones, etc.—. No obstante, la pro-
puesta no ha sido considerada en el proyecto
de reforma tributaria.
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Este nuevo secreto bancario ha sido pen-
sado en estrecha conexión con el sistema dual
de imposición a la renta. En efecto, el sistema
dual —a diferencia del integral— permite al
país mantener el secreto bancario (por motivo
acumulación) y, a la vez, gravar las rentas de
capital mediante tasas de retención liberato-
ria. Así, se elimina toda posibilidad de que el
país sea considerado paraíso fiscal según la
normativa de la OCDE. En efecto, para que una
jurisdicción sea considerada paraíso fiscal por
la OCDE existe un criterio principal: tributación
baja o nula sobre las rentas del capital. Uruguay
salvaría el criterio al gravar con 12% dichas ren-
tas mediante un sistema similar al definido por
la directiva de la Unión Europea sobre el Aho-
rro.15 Esto implicaría que Uruguay no pudiera
ser considerado paraíso fiscal por las organiza-
ciones multilaterales y podría salir de las listas
negras en las que hoy está incluido.16
Los argumentos a favor de este nuevo se-
creto bancario son:
a) Uruguay es el país de América Latina
con menor tasa de ahorro, sistemáticamente
debajo del 13% en la última década, lo que re-
fleja un déficit crónico. Por tanto, para finan-
ciar la inversión debe recurrir al ahorro exter-
no. La estrategia de mantener el secreto
bancario en las operaciones por motivo acu-
mulación se refuerza con la aplicación de ta-
sas liberatorias diferenciales sobre los intere-
ses ganados según tipo de moneda y plazo,
premiando con tasas de imposición menores
a los depósitos de más largo plazo y en mone-
da nacional.
b) Conceptualmente, no estamos de acuer-
do con el secreto bancario. Éste genera una asi-
metría de información —crea un fallo de mer-
cado (Stiglitz y Grossman, 1980)— que priva a
un país socio de la posibilidad de gravar o de
combatir el fraude fiscal y, por tanto, de finan-
ciar parte de su gasto público. En esencia, es
una exportación de base imponible (Tanzi,
2004). Sin embargo, la situación actual del
Mercosur obliga a que Uruguay use el secreto
bancario como herramienta de negociación.
En efecto, en la medida en que el Mercosur
no es percibido como institucionalmente con-
solidado —no tiene una política comercial co-
mún, no tiene un régimen serio de solución de
controversias y en él se abusa de los controles
aduaneros—, la inversión tenderá a dirigirse al
mercado mayor —principalmente a Brasil y
luego a Argentina—, efecto que se refuerza con
los incentivos que conceden, propios de su
política de país grande.17 Por ese motivo, Uru-
guay recibe significativamente menos inver-
sión extranjera directa (aproximadamente 3%)
que su participación en el PIB del bloque (cer-
ca de 5%).
Por tanto, esta asimetría que genera un
Mercosur no consolidado (debería lograr ser
una unión aduanera perfecta) obliga a que Uru-
guay mantenga el secreto bancario sobre el
ahorro como herramienta de negociación en
su estrategia de inserción.
c) La principal justificación para proponer
el levantamiento del secreto bancario sobre los
movimientos en cuentas corrientes y cajas de
ahorro es administrativa: facilitar la fiscalización
de todos los tributos, no sólo del impuesto a la
renta. Los movimientos financieros relaciona-
dos con la economía oculta se realizan a través
de cuentas corrientes y cajas de ahorro, pero
15 Esta directiva de la Unión Europea y la similitud del meca-
nismo propuesto en Uruguay son descritos en Barreix y Roca
(2006b).
16 Además, actualmente Uruguay tiene grandes dificultades
para cumplir con los tres criterios subsidiarios mediante los
que se define un paraíso fiscal: transparencia, intercambio de
información y estanqueidad. Ser considerado un paraíso fis-
cal acarrea una serie de consecuencias nocivas: (a) se discri-
minan las exportaciones de bienes y servicios; (b) se discri-
minan los gastos incurridos en tal jurisdicción —por ejem-
plo, ciertos gastos efectuados en el paraíso fiscal no son
deducibles, incluidos los intereses—; (c) en el caso de las im-
portaciones desde el paraíso fiscal se agregan requisitos y
auditorías especiales. Más aún, estas jurisdicciones han reci-
bido sanciones y presiones que las han obligado a levantar el
secreto bancario de sus ahorristas, incluso con retroactividad.
17 Para una descripción de la política de país grande, segui-
da por Argentina y Brasil buscando captar inversión extran-
jera directa, y de país pequeño, seguida por Paraguay y espe-
cialmente Uruguay procurando captar ahorro externo, véa-
se Villela, Roca y Barreix (2005).
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difícilmente a través de instrumentos de aho-
rro. El levantamiento del secreto bancario por
motivo transacción constituye, entonces, una
herramienta clave para que una administración
tributaria débil empiece el control del fraude
fiscal en todos los tributos.
En Uruguay, como en casi toda América
Latina y a diferencia de los países desarrolla-
dos, asistimos a la ridícula situación en que la
administración tributaria puede conocer los
consumos más íntimos de los contribuyentes
realizados con tarjetas de crédito, pero no pue-
de acceder a sus cuentas corrientes bancarias.
Por ellas pasa la totalidad de la evasión: ventas
no declaradas, retribuciones que no aportan y,
peor aún, todas las transacciones delictivas
(droga, contrabando, etc.). Con secreto cerra-
do en las cuentas corrientes no hay impuesto
que se controle. Ello explica, entre otras razo-
nes, el bajísimo índice de productividad que
hoy presenta el IVA en Uruguay, así como la
subdeclaración de honorarios y salarios.
No debemos engañarnos: actualmente las
tasas tan altas son el catalizador de la evasión
y el secreto bancario vigente es su cómplice.
Hay que preguntarse seriamente para qué tan-
to esfuerzo por un diseño impositivo de tasas
bajas y bases amplias si no tenemos el coraje
de implementarlo con medidas administrativas
elementales como un nuevo secreto bancario.
II.2. DGI: profundizar la reforma
En línea con la propuesta realizada por Ba-
rreix y Sayagués (2001), Barreix (2001) y Barreix
y Roca (2003), esta administración ha introdu-
cido ciertas reformas en la Dirección General
Impositiva (DGI) que se habían venido poster-
gando desde su propuesta en el inicio de la
anterior. En particular, han significado un avan-
ce importante el establecimiento de la incom-
patibilidad y la dedicación exclusiva con un
aumento muy apreciable de los sueldos, los
mejores de la Administración Central, para to-
dos los funcionarios que no se retiraron volun-
tariamente. No obstante, subsisten problemas
que deberán corregirse con celeridad ante la
perspectiva de una reforma estructural del sis-
tema tributario. Entre estos problemas se des-
tacan los siguientes:
II.2.1. Cambio de jerarquías
para la cambiar la organización
La implantación de la incompatibilidad y la
dedicación exclusiva determinó que, por ejem-
plo, renunciaran a la DGI 120 de 260 inspecto-
res de Fiscalización, área clave del funciona-
miento de cualquier administración tributaria
moderna, pese a que los sueldos se multiplica-
ron prácticamente por tres. Ésta es una eviden-
cia contundente de un profundo deterioro de
la ética del organismo. Las experiencias exito-
sas de transformación de administraciones tri-
butarias con este grado de deterioro siempre
han implicado la remoción de los directores y
mandos medios-superiores. En Uruguay, por el
contrario, en este nivel han permanecido prác-
ticamente los mismos funcionarios (¡simple-
mente por comenzar a cumplir lo que la ley ya
establecía desde 1968!), lo que muestra que
difícilmente haya habido un quiebre en las prác-
ticas de dirección del organismo.
Nuestra propuesta (Barreix y Roca, 2003)
incluía acompañar la mejora salarial con un ri-
guroso llamado a concurso de oposición y
méritos, abierto (al menos) a todo el sector
público, para cubrir las plazas remuneradas
con los mejores sueldos de la administración
pública. Quienes reciben estos mejores suel-
dos deben justificar ante la sociedad que efec-
tivamente son los mejores y, además, si ganan
como el sector privado deben demostrar que
individualmente son igualmente productivos,
por lo que se los debe controlar por produc-
tividad.
II.2.2. Ética: el control de pares no funciona;
sólo una auditoría externa asegura
la oposición de intereses
Se debe crear una Unidad de Control de
Ética, externa a la DGI, para asegurar la partici-
pación de la sociedad civil en el control de la
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integridad y la eficiencia de la administración
tributaria (Barreix y Roca, 2003).
Es necesario reconocer que en países desa-
rrollados, con alta institucionalización, y en paí-
ses grandes, que permiten rotar el personal de
la administración en el territorio,18 estos meca-
nismos quizás no sean necesarios. En cambio,
en sociedades pequeñas como la uruguaya, el
control entre pares (colegas) —por ejemplo, tri-
bunales y comisiones de honor— no funciona,
ni funciona bien inclusive el del propio Estado
cuando se institucionaliza —desde la auditoría
del gasto hasta las comisiones anticorrupción—
. Además, en un país donde el Estado pesa mu-
cho y el corporativismo es alto, el temor a en-
frentar a una institución es importante, máxime
si se trata de instituciones como la administra-
ción tributaria, con poder de represalia. Por tan-
to, debe generarse una oposición de intereses,
cosa que no hace la auditoría interna que se ha
establecido.
Nuestra propuesta, por el contrario, consis-
te en la creación de la Unidad de Control de Éti-
ca, externa a la DGI, en la cual estaría represen-
tada toda la sociedad. Esta Unidad tendría dos
funciones. La primera de ellas sería controlar la
ética de los funcionarios, es decir, que efectiva-
mente tengan incompatibilidad y dedicación
total, cumplan lo establecido en el Código de
Ética y no abusen de su función ante los contri-
buyentes. La idea es el control de la ética en el
plano individual de los funcionarios por parte
de la sociedad civil, que es la verdadera fuente
de legitimidad de la tributación en una demo-
cracia y también su último responsable.
En segundo lugar, la Unidad de Control de
Ética tendría como función evaluar los indica-
dores macro de gestión, definidos previamen-
te por el plan estratégico de la administración,
para controlar la productividad de la institución
en forma transparente. La idea es el control del
funcionamiento colectivo de la institución y la
difusión de su desempeño (Internet).
Deben cumplirse dos requisitos al confor-
mar la Unidad de Control de Ética:
a) crear oposición de intereses (principio
básico de administración), por lo que los
integrantes deben ser representantes
de una variedad de actividades y obje-
tivos; y
b) que los integrantes sean representati-
vos de organizaciones relevantes en la
actividad económica. A diferencia de la
política tributaria, cuya determinación
corresponde al gobierno, la responsa-
bilidad última sobre el funcionamiento
de la administración tributaria radica en
la sociedad.
Por lo anterior, la propuesta es que se inte-
gre con representantes de las gremiales de
empresarios, de los sindicatos de trabajadores
y de las agrupaciones de los consumidores. No
obstante, debe tenerse presente que, además
de mejorar el diseño del control generando
básicamente oposición de intereses, cuando se
pruebe falta debe procederse con todo el ri-
gor de la ley (y no parar el caso en alguna ins-
tancia posterior).
II.3. Creación del Tribunal Fiscal:
más atribuciones a la administración
tributaria con mayor seguridad
para los derechos del contribuyente
Hay tres factores que nos llevan a reiterar la
necesidad de establecer un Tribunal Fiscal en
el plano administrativo (Barreix y Roca, 2003).
Primero, en el Presupuesto del 2005 se incluyó
un aumento en las potestades de la DGI que
exige como contracara la vigilancia del estricto
respeto de los derechos del contribuyente.
En segundo lugar, la imposición a la renta
incluirá capítulos de nivel tributario complejo,
tanto en la imposición del individuo como en
tributación internacional, que requerirán no
sólo un gran nivel de especialización, sino tam-
bién un sentido práctico. En general, esto se
debe complementar con la práctica privada
internacional, que no es habitual (ni debe ser-
lo) en la carrera judicial. Por ello, la flexibilidad
18 En Brasil, por ejemplo, si existe un problema ético en la
Receita de Porto Alegre, se envía funcionarios de Rio de Ja-
neiro para su investigación.
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de los miembros del Tribunal Fiscal, indepen-
dientes pero experientes, es vital.
En último término, aunque no menos im-
portante, una de las consecuencias más fre-
cuentes del mejoramiento de una administra-
ción tributaria es el aumento del número de
litigios provocado por el mayor número y pro-
fundidad de las actuaciones de fiscalización y
el mayor dinamismo en el cobro de la deuda
determinada. Esto conlleva un fuerte aumen-
to de la carga de trabajo sobre el Poder Judi-
cial. Si la justicia tarda en demasía —en el caso
uruguayo, varios años—, en términos econó-
micos es como si no existiera, porque crea in-
certidumbre tanto para la administración como
para el contribuyente, más allá de que los fa-
llos finalmente resulten justos. Una justicia len-
ta para el ritmo económico del siglo XXI es in-
trínsecamente injusta.
Por estas tres razones, se reitera la propues-
ta de creación de un Tribunal Fiscal en el nivel
administrativo, pero con independencia técni-
ca y cierto grado de autonomía presupuestal.
La independencia la asegura el ser elegido por
un tribunal especializado, integrado por los
decanos de las universidades y el Poder Ejecu-
tivo (en minoría). Los miembros del Tribunal
Fiscal deben tener dedicación total; tendrán
derecho a una renovación automática —por
ejemplo, cada cuatro o cinco años— y luego
deberán volver a concursar.
Esto no elimina totalmente la incertidum-
bre que genera una justicia lenta, pues tanto
la administración como el contribuyente po-
drán apelar la decisión del Tribunal Fiscal en la
justicia ordinaria. No obstante, la reduce en
función de que el fallo crea una fuerte presun-
ción de definición del asunto y permitiría a la
administración, en caso de ser la ganadora,
ejercer la acción ejecutiva y al contribuyente
el detenerla. El objetivo no es coartar la instan-
cia judicial, sino complementarla y agilizarla.
II.4. Profesionalización de la Unidad
de Política Tributaria del Ministerio
de Economía y Finanzas (MEF)
Sería un grave error que la profesionaliza-
ción de la administración tributaria no fuera
acompañada de la correspondiente profesio-
nalización de la unidad que reglamenta la po-
lítica tributaria, máxime cuando se implanta un
sistema de imposición a la renta moderno
como el que se propone, por el cual se crean la
tributación individual global y la internacional.
Estas áreas son complejas y dinámicas, y con
un comercio internacional más libre y sofisti-
cado su importancia será creciente, inclusive
para defender los derechos del Fisco y de los
propios contribuyentes residentes en negocia-
ción con otras jurisdicciones. Aunque estas
áreas sean legisladas con precisión, siempre
dejan un margen importante a la discreciona-
lidad en su aplicación práctica (decretos regla-
mentarios).
Así como la experiencia internacional nos
guió a pedir la profesionalización de la admi-
nistración tributaria (DGI) en el 2001, con dedi-
cación exclusiva e incompatibilidad —de vin-
culación profesional con el sector privado— y
sueldos acordes, ella nos muestra que es muy
peligroso no hacerlo con quienes reglamentan
y asesoran en política tributaria. Como corola-
rio, debe aplicarse lo mismo para la Unidad de
Política Tributaria del Ministerio de Economía
y Finanzas.
III. Pacto fiscal: sostenibilidad
y orden de las reformas
La situación fiscal del país es muy compro-
metida: presenta un altísimo endeudamiento
público —récord mundial: dos veces y media
la producción nacional19 y sin activos signifi-
cativos que lo respalden— y, a la vez, registra
déficit fiscal pese a estar en la fase ascendente
19 Compuesto aproximadamente de 75% del PIB en deuda
casi totalmente en moneda extranjera y una deuda de jubi-
laciones y pensiones superior al 170% del PBI.
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de un ciclo que le ha sido extremadamente fa-
vorable en términos de intercambio, caída de
tasas de interés y moneda de denominación
de su deuda, así como por el dinamismo de sus
socios comerciales.
Además, Uruguay está en un estrecho ca-
llejón fiscal, dado que, antes de efectuar un
solo gasto público, ya tiene cerca del 60% de
su recaudación total comprometida —intere-
ses de la deuda más los pagos de seguridad
social, aproximadamente 17% del PBI—. Dicho
de otro modo, su ingreso fiscal disponible20 —
los recursos libres después de pagar estos gas-
tos comprometidos— es muy bajo; tiene el
nivel del gasto centroamericano, pese a que
la presión fiscal es la segunda más alta de
América Latina. Por este motivo, la carga tri-
butaria no puede bajar. Pero, a la vez, la carga
tributaria en Uruguay es muy alta y no puede
subirse si no se quiere comprometer aún más
el bajo crecimiento económico del país (1,6%
en los últimos 50 años y menor aún si se to-
man series desde los años ochenta o los no-
venta). En particular, al sistema de imposición
a la renta propuesto no pueden aumentársele
las tasas, a riesgo de perjudicar el ahorro (ren-
tas de capital y del trabajo) o la inversión (ren-
ta empresarial).
En adición a esta difícil situación fiscal, al
menos tres factores introducirán fuertes pre-
siones en el sistema impositivo propuesto, que
no admite aumentos de tasas sin que se afecte
su coherencia y eficacia: (a) probables cambios
relevantes de la política comercial, que reque-
rirán recursos tanto para potenciar la competi-
tividad de los ganadores como para atenuar los
impactos negativos sobre los perdedores; (b) la
sustantiva reforma prevista en la salud —la
implantación de un eficiente seguro univer-
sal—; y (c) la reforma en la educación —en la
que se ha previsto un incremento significativo
de recursos en el Presupuesto—, todas refor-
mas con impactos mucho más importantes en
el desarrollo que la tributaria.
Éste es el conjunto de razones económicas
que hacen perentorio un pacto fiscal, un acuer-
do amplio que fije compromisos y pautas agre-
gadas de comportamiento tanto a escala na-
cional como municipal, que disminuyan la
incertidumbre y amplíen el apoyo a las pro-
puestas. La experiencia internacional sobre
pactos fiscales ha sido muy satisfactoria, en
especial en América Latina (por ejemplo, la re-
gla del resultado fiscal estructural chileno o las
leyes de responsabilidad fiscal de Perú o Bra-
sil). No sólo consolidan el compromiso con la
sostenibilidad fiscal, sino que coadyuvan a or-
denar los procesos de implantación de las re-
formas tanto en el plano funcional (salud, edu-
cación, etcétera) como económico (salarios,
inversiones en infraestructura, etcétera).
Es necesario un pacto fiscal —expresado en
reglas concretas— que fije un tope a la pre-
sión fiscal —considerando los efectos del ciclo
económico y el producto potencial—, contro-
le el gasto corriente —en sus diferentes com-
ponentes, como salarios y gastos de funciona-
miento— y los incentivos a la inversión, y
establezca objetivos de endeudamiento —tan-
to de corto como de largo plazo— y de déficit
fiscal a los diferentes niveles de gobierno. Esto
reforzará la sostenibilidad fiscal, mejorará la
gestión y reducirá el costo del crédito sobera-
no. Las alternativas de una regla fiscal para Uru-
guay serán presentadas en un artículo de próxi-
ma aparición.
Por otra parte, en términos de economía
política podría decirse que el dual a la urugua-
ya no es otra cosa que la transferencia de par-
te de su ingreso que el 20% más rico hace al
40% más pobre de la población (más las ga-
nancias de eficiencia asociadas a la corrección
de los defectos del sistema cedular incomple-
to actual). En el impuesto a la renta personal,
por tanto, el ciudadano contribuyente siente
directamente en el bolsillo el sacrificio de fi-
nanciar el Estado. El grupo de ingresos más alto,
y por lo tanto de mayor influencia, ve aumen-
tada su legitimidad para reclamar un gasto
público más eficiente. Entonces, para evitar la
rebelión económica (fugas de capital y menor20 Villela, Roca y Barreix (2005).
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esfuerzo productivo) no alcanza con un buen
diseño del tributo. Es necesario un amplio
acuerdo político para limitar la voracidad fis-
cal y es vital mejorar la eficiencia de los servi-
cios públicos que se proveen. He aquí, enton-
ces, otra razón para alcanzar un pacto fiscal
con reglas claras que controlen y pongan en
evidencia la eficiencia del gasto público y sus
gestores.
IV. Conclusión
Como se dijo, concebimos el pacto fiscal
como la tercera etapa del plan estratégico que
nos trazamos para la tributación en Uruguay.
En primer lugar, bregamos por la profesionali-
zación de la DGI (Barreix, 2001, y Barreix y Roca,
2003) y el establecimiento de un Tribunal Fis-
cal. En segundo lugar, propusimos una refor-
ma tributaria (Barreix y Roca, 2005 y 2006) ba-
sada en un sistema de imposición a la renta
dual novedoso, la generalización del IVA al 17%
y un nuevo secreto bancario. Finalmente, pro-
ponemos ahora un pacto fiscal con reglas que
obliguen al buen uso de una carga fiscal que
no puede aumentarse.
Con la implantación del nuevo sistema de
imposición a la renta, se moderniza el impues-
to que más ha recaudado en la historia de la
humanidad, que más recauda actualmente y
que sigue creciendo. Este tributo ha predomi-
nado en todo el siglo XX, el período de mayor
crecimiento económico y avance democrático
de la historia, pero, a la vez, el período históri-
co de mayor (y creciente) desigualdad (véase
la historia del impuesto en Barreix y Roca,
2006a). Por ello, al ser el único tributo con ca-
pacidad redistributiva relevante, su futuro a
mediano plazo está asegurado en las finanzas
públicas mundiales como factor principalísimo
de cohesión social.
En el mismo sentido, por suficiencia, equi-
dad y simplicidad, esta vez no puede haber
marcha atrás en Uruguay. Porque la única op-
ción tributaria para una democracia en un
mundo globalizado es tener un sistema global
de imposición a la renta. No cobrar el impues-
to a la renta personal es mantener el sistema
actual y seguramente se oirán voces cuando
alguien quiera reimplantarlo. Los ganadores de
esta reforma —el 70% más pobre de la pobla-
ción—, hoy en silencio, seguramente tendrán
algo que decir cuando se pretenda reponer el
IRP, el impuesto a las comisiones, el COFIS y su-
bir el IVA. A alguien le parecerá injusto que se
exoneren los honorarios profesionales, los in-
tereses o las ganancias de capital. Algún sec-
tor productivo reclamará cuando se anuncie el
regreso a una tasa de 30% en el IRAE y se reins-
tale el IMABA. Algún técnico seguramente aler-
tará sobre los males del ITEL, el ICOSIFI, el im-
puesto a las ventas forzadas, el impuesto a las
tarjetas de crédito, el impuesto a los sorteos y
el impuesto a la compraventa de bienes mue-
bles en remate público cuando se pretenda
reimplantarlos.
A diferencia del tren frenado de la nueva
inserción internacional,21 el de la reforma fis-
cal va lento pero no se puede detener. Es más
realista consolidar su marcha con las mejoras
antedichas y empujarlo con un amplio pacto
fiscal concreto, que esperar a que se cumpla la
eterna promesa de la reforma del Estado.22
Arlington, Virginia, y Las Rozas, Madrid
Noviembre de 2006
21 Aunque el país debería prepararse rápidamente para la
negociación del un acuerdo comercial amplio por si Estados
Unidos decide prorrogar la Trade Promotion Authority debi-
do a la demora en las negociaciones multilaterales en Doha.
22 Que debería incluir perentoriamente regular con indepen-
dencia los monopolios públicos que se mantengan —en es-
pecial, telecomunicaciones y energía— y algunos privados
de hecho, la remuneración de funcionarios públicos por pro-
ductividad, la eliminación de algunas funciones del Gobier-
no Central, un eficaz sistema de asociación privado-público
en infraestructura física y energía; etc.
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